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CONVENIO DE ASOCIACION (DECRETO 092 DE 2017) 

TIPO DE CONTRATO CONVENIO DE ASOCIACION CON ENTIDAD SIN ANIMO 
DE LUCRO 

 
 
OBJETO 

AUNAR ESFUERZOS Y RECURSOS PARA EL 
DESARROLLO DEL PROYECTO DENOMINADO 
“MPLEMENTAR ESTRATEGIAS ORIENTADAS AL 
FORTALECIMIENTO DE LA SEGURIDAD Y 
CONVIVENCIA CIUDADANA A TRAVÉS DE LA UNIDAD 
DE DIALOGO SOCIAL EN EL DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA 

 
 
FUNDAMENTOS 
JURÍDICOS QUE LE 
SOPORTAN 

En virtud de lo consagrado en el artículo 7 y 8 del Decreto 
092 de 2017, se da aplicación a lo consagrado en el 
Decreto 1082 del 2015, en su Artículo 2.2.1.1.1.6.1. “Deber 
de análisis de las Entidades Estatales. La Entidad Estatal 
debe hacer durante la etapa de planeación el análisis 
necesario para conocer el sector relativo al objeto del 
Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, 
comercial, financiera, organizacional, técnica, y de Análisis 
de Riesgo. La Entidad Estatal debe dejar constancia de 
este análisis en los Documentos del Proceso.” 

 
OBJETIVO 

Aumentar la Cobertura de Programas Integrales para la 
Atención y Prevención de Riesgos Asociados a la 
Seguridad y Convivencia en el Departamento de La 
Guajira.. . 

 
 
 
APLICACIÓN 

El ámbito de aplicación del Decreto 092 de 2017 obedece 
a la excepcionalidad del tipo de contratación a la que hace 
referencia el artículo 355 de la Constitución Política y no a 
la naturaleza jurídica del contratista. Si la Entidad Estatal 
adquiere o se abastece de un bien, producto o servicio en 
un contrato conmutativo en el cual el proveedor es una 
entidad sin ánimo de lucro, debe aplicar el régimen 
contenido en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007, y no el 
del Decreto 092 de 2017. 

 
 
ALCANCE 

Realizar encuentros pedagógicos centrados en la 
comprensión de los conflictos manifestados en protestas 
sociales y vías de hecho, promoviendo el diálogo y la 
resolución pacífica de conflictos.  Fortalecimiento de 
capacidades para el diálogo y el diálogo intercultural para 
la prevención y resolución de conflictos y en diálogo 
democrático en la Instituciones Educativa. En los 
municipios de Riohacha, Manaure, Fonseca y San Juan, 
departamento de la Guajira 



 

 

 
 
 
 
 
RESULTADOS 
ESPERADOS CON EL 
PRESENTE ESTUDIO 

Con la realización de un adecuado y riguroso análisis y/o 
estudio del sector se espera: 
 

1. La verificación de la correspondencia directa con 
programas y actividades de interés público previstos 
en el Plan Nacional o seccional de Desarrollo 
relacionados con la Atención integral de población 
en situación permanente de desprotección social y/o 
familiar. 

2. Establecer que no hay una relación conmutativa 
entre las partes ni instrucciones precisas que indican 
la forma como el contratista debe cumplir con el 
objeto del contrato. 

3. Verificar que no hay oferta en el mercado distinta a 
la de las entidades privadas sin ánimo de lucro o hay 
oferta, pero genera mayor valor contratar con la 
entidad sin ánimo de lucro. 

4. Considerar la viabilidad de la contratación, de 
acuerdo con una caracterización y definición de las 
necesidades reales del proyecto, tanto económicas, 
como técnicas, a fin de cumplir con los objetivos 
formulados. 

5. Estimar el valor de la disponibilidad presupuestal 
requerida, tomando como base no solo el valor de la 
realización del proyecto sino todos los costos 
asociados a éste. 

6. Identificar los riesgos previsibles que puedan afectar 
la contratación desde el punto de vista económico, 
técnico y/o jurídico. 

7. Identificar alternativas para satisfacer la necesidad, 
diferentes a las utilizadas de manera común, así 
como la posibilidad de encontrar valores agregados 
en el desarrollo del proyecto. 

 
1. INTRODUCCION:  

Como lo establece la Constitución Política de 1991, los Departamentos son las 
entidades fundamentales de la división política administrativa del estado, 
convirtiéndose los mismos en la célula fundamental del sistema de 
descentralización del poder público, recayendo en estos entes la responsabilidad 
de dar cumplimiento a los fines estatales, representándose los mismos en la gestión 
a los actos y actuaciones de la administración para el fortalecimiento y progreso de 
los mismos, teniendo en cuentas las disposiciones legales y contractuales 
establecidas en la norma.. 
 
 El Estado Colombiano debe ser considerado fuente de instrumentos eficaces para 
asegurar la vigencia del Estado Social y Democrático de Derecho y garantizar la 
plenitud de los derechos y libertades fundamentales reconocidas en la Constitución 
Política y/o los Tratados Internacionales aprobados por Colombia, donde 
propenderá por el establecimiento de un orden social justo que asegure la 
convivencia pacífica, la protección de los derechos y libertades de los individuos y 
adoptar medidas en favor de grupos discriminados o marginados, tendientes a 
lograr condiciones de igualdad real y a proveer a todos de las mismas oportunidades 



 

 

para su adecuado desenvolvimiento, el de su familia y su grupo social; donde en 
general se articulan el plan nacional de desarrollo y los entes territoriales con la 
finalidad de proveer a los territorios libertades y particularidades en la apropiación 
de políticas públicas y el desarrollo sociocultural de las comunidades. 
 
La estrategia "Transfórmate Guajira" representa una oportunidad significativa para 
abordar los desafíos de seguridad, convivencia y paz en el departamento de La 
Guajira. Mediante un enfoque integral que incluye capacitación, proyectos 
comunitarios, diálogo y fortalecimiento institucional, se espera lograr un impacto 
positivo y duradero en la región, mejorando la calidad de vida de sus habitantes y 
promoviendo un desarrollo más equitativo y sostenible. 
Estas orientaciones contemplan aspectos clave como el planteamiento del 
problema, antecedentes, justificación, análisis de participantes, objetivos (general y 
específico), análisis de alternativas y cronograma de actividades físicas y 
financieras. Asimismo, es necesario tener presente que las regalías constituyen una 
parte importante de los ingresos de La Guajira y son fundamentales para financiar 
proyectos y programas destinados a mejorar la calidad de vida de los ciudadanos 
del departamento. 
El proyecto denominado "Transfórmate Guajira" está en articulación con el Plan de 
Desarrollo Nacional (PND) y Departamental (PDD), y contribuye significativamente 
a la implementación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS). Además, esta 
iniciativa se enlaza con la Línea Estratégica 4, Gobernanza y Convergencia 
Territorial del sector Gobierno Territorial, mediante: 
(1) El fortalecimiento para la implementación de las políticas públicas en el 
departamento de La Guajira. 
(2) La construcción, mejoramiento, mantenimiento y dotación de la 
infraestructura administrativa, tecnológica y de la información en el departamento. 
(3) La estructuración y puesta en marcha de una unidad de diálogo intercultural 
en La Guajira. 
(4) La inclusión social y reconciliación mediante la construcción, mejoramiento y 
mantenimiento de infraestructura para la atención de la población vulnerable.  
Asimismo, el sector Gobierno apropia las características y condiciones de la 
seguridad y convivencia como parte central de la institucionalidad y de la estabilidad 
del territorio. La Gobernanza, enmarcada en la generación de capacidades que 
fortalezcan la institucionalidad de los diversos grupos sociales y la representatividad 
legítima de la sociedad, el fortalecimiento de mecanismos de participación y la 
vinculación de los diversos actores en el desarrollo del Departamento. 
En este contexto, las intervenciones orientadas a superar conflictos y fenómenos 
que afectan la estabilidad, la convivencia y la seguridad de la población son 
fundamentales tanto para impulsar estos propósitos como para lograrlos. De ahí que 
el Plan se articula con el Gobierno Nacional, enfocándose en intervenciones y 
acciones para conseguir la paz total. 
 
 Por los anterior, el departamento de La Guajira realizó un proyecto denominado 
AUNAR ESFUERZOS Y RECURSOS PARA EL DESARROLLO DEL PROYECTO 
DENOMINADO “MPLEMENTAR ESTRATEGIAS ORIENTADAS AL 
FORTALECIMIENTO DE LA SEGURIDAD Y CONVIVENCIA CIUDADANA A 
TRAVÉS DE LA UNIDAD DE DIALOGO SOCIAL EN EL DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA pretende realizar las actividades previstas acorde con los lineamientos 
del programa en la búsqueda del cumplimiento de sus objetivos. El departamento 
de La Guajira tiene como misión generar las condiciones necesarias para aplicar los 
principios de eficacia y eficiencia en la administración Departamental, para una 



 

 

óptima prestación de servicio obedeciendo a los mandatos constitucionales más 
tratándose de la población vulnerable. 
  
Por ellos, el departamento de La Guajira busca el fortalecimiento institucional y en 
miras de una mejor prestación del servicio, estima necesaria contar con una entidad 
que, entendiendo la misión social del programa pretendido, comparta su sentido, y 
cuente con el personal capacitado para que en asocio con departamento adelante 
las acciones que requieren ser adelantadas. 
 
El proyecto nace de la intención de solucionar una situación con efectos negativos 
en la población o de aprovechar una oportunidad ofrecida por las condiciones 
presentes en un contexto particular, es decir de intervenir el problema central para 
transformarlo. Definiendo el Problema Central el cual corresponde a los “Bajo Nivel 
de Cobertura de Programas Integrales para la Atención y Prevención de Riesgos 
Asociados a la Seguridad y Convivencia en el Departamento de La Guajira.”, se 
hace más fácil identificar las Causas que provocan dicha situación de manera 
directa e indirectamente. 
 
El Departamento de La Guajira enfrenta desafíos interrelacionados que 
obstaculizan su desarrollo integral y sostenible, afectando negativamente la 
seguridad, convivencia y oportunidades laborales. La falta de capacidad 
institucional y la escasez de empleo generan un ciclo de vulnerabilidad social, 
exacerbando problemas como la criminalidad, la violencia y el desempleo.  La 
debilidad en los procesos de gobernanza y la respuesta institucional ante conflictos 
incrementan los riesgos y detonantes de conflictividad. La falta de programas 
eficaces de prevención del delito y promoción de la cultura de paz agrava la 
situación. Asimismo, el bajo nivel de cobertura de programas integrales y la falta de 
instrumentos de planeación que involucren a la comunidad étnica son factores 
críticos. Estos problemas resultan en un aumento de la inseguridad, deterioro de la 
convivencia y estancamiento económico, afectando el bienestar y progreso de la 
población. La sensación de inseguridad y la pérdida de confianza en las 
autoridades, junto con la mayor exposición de grupos vulnerables a la violencia y 
discriminación, agravan la situación, dificultando la inserción laboral y la mejora de 
las condiciones de vida en La Guajira. 
 
De acuerdo con el Plan de Desarrollo 2024- 2027 Cumpliendo La Palabra, El 
proyecto se alinea directamente con el programa de "Fortalecimiento de la 
Convivencia y la Seguridad Ciudadana" del Plan de Desarrollo Departamental, cuyo 
objetivo es reducir la conflictividad y promover una cultura de paz. A través de la 
implementación de actividades de capacitación en resolución pacífica de conflictos 
y promoción de valores de convivencia, se contribuye a la meta departamental de 
mejorar la seguridad ciudadana. 
 
Con la ejecución del presente proyecto, la Gobernación de La Guajira, fortalecerá  
los procesos de gobernanza y en la respuesta institucional para la atención de casos 
de conflicto y de programas de prevención del delito y promoción de la cultura de 
paz. 
En conclusión, los procesos de concientización de la población como actividades 
preventivas que desarrolle el departamento serán una pieza clave para Generar 
capacidad institucional para fomentar la comunicación, el entendimiento entre 
diferentes grupos culturales, la prevención de crisis o detonantes de conflictividad. 
 



 

 

La Secretaría de Gobierno y participación comunitaria, es el organismo 
departamental encargado de coordinar y orientar todo lo referente a promover la 
participación comunitaria y el mejoramiento social y cultural de sus habitantes, 
amparado en la normatividad vigente a través de la Constitución Política de 
Colombia establece en los artículos 1º, 2°,13°, 22°, 22A, 29°, 44°, 209 y 287 que: 
“Artículo 1.  Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, 
en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 
interés general. Artículo 2. Son fines esenciales del Estado:(…) garantizar la 
efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución 
(…) defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar 
la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. (...) 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades 
y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. (...) 
Artículo 22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento. 
Artículo 22A. Como una garantía de No Repetición y con el fin de contribuir a 
asegurar el monopolio legítimo de la fuerza y del uso de las armas por parte del 
Estado, y en particular de la Fuerza Pública, en todo el territorio, se prohíbe la 
creación, promoción, instigación, organización, instrucción, apoyo, tolerancia, 
encubrimiento o favorecimiento, financiación o empleo oficial y/o privado de grupos 
civiles armados organizados con fines ilegales de cualquier tipo. (…) 
Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. (…) 
Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, 
la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda 
forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, 
explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los 
demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 
internacionales ratificados por Colombia.  
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño 
para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus 
derechos. Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su 
cumplimiento y la sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. (…) 
  
Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y 
se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. (...)”  
 Artículo 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus 
intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley.” 
De acuerdo con el Plan de Desarrollo 2024- 2027 Cumpliendo La Palabra, busca  
Aumentar la Cobertura de Programas Integrales para la Atención y Prevención de 
Riesgos Asociados a la Seguridad y Convivencia en el Departamento de La Guajira 
 



 

 

Con la ejecución del presente proyecto, la Gobernación de La Guajira,  Genera 
capacidad institucional para fomentar la comunicación, el entendimiento entre 
diferentes grupos culturales, la prevención de crisis o detonantes de conflictividad. 
 
 
MARCO LEGAL: 
 
Que el artículo 6 de la Ley 418 de 1997, “Por la cual se consagran unos instrumentos 
para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras 
disposiciones”, modificado por el artículo 4º de la Ley 2272 de 2022 
 
Correspondencia directa con el Plan de Desarrollo Departamental CUMPLIENDO 
LA PALABRA 2024-2027. 
 

.. 
 
En la actualidad, prácticamente en todos los países con un cierto desarrollo económico,   
ha   adquirido   importancia   un   sector   formado   por   diversas entidades muy 
diferentes entre sí, pero que presentan un rasgo común que es la carencia de ánimo de 
lucro y dentro del cual existen organizaciones que prestan servicios de muy diferentes 
tipos, en exclusividad o en colaboración con   el   Estado,   tales   como,   sociales,   
cívicos,   culturales,   asistenciales, deportivos,   recreativos,   políticos,   religiosos,   etc.   
Son   las   denominadas “Entidades privadas no lucrativas” o “Entidades privadas sin 
ánimo de lucro” 
 
Las entidades sin ánimo de lucro son personas jurídicas, capaces de ejercer derechos 
judicial y extrajudicialmente, con sujeción a las disposiciones legales y a sus propios 
estatutos. Nacen por voluntad de los asociados en virtud del derecho constitucional de 
asociación o por la libertad de disposición de los bienes de los particulares, para la 
realización de fines altruistas o de beneficio comunitario. Su principal característica 
radica en la ausencia de ánimo de lucro, lo cual significa, que no existe reparto de 
utilidades o remanentes generados en el desarrollo de sus objetivos, ni es viable el 
reembolso de los bienes o dineros aportados a la entidad. 
 
Tipos de ESALES 

• Asociaciones, corporaciones y fundaciones. 
• Entidades de la economía solidaria (Cooperativas, precooperativas, 

fondos de empleados, asociaciones mutuales). 
• Veedurías ciudadanas 
• Entidades Extranjeras de Derecho Privado Sin Ánimo de Lucro con 

domicilio en el exterior 



 

 

 
Estas entidades han tenido en las últimas décadas un auge y crecimiento continuo, 
han ido aumentando su tamaño, volumen de recursos administrativos y a su vez se 
da un aumento progresivo en la competencia, lo que las ha conducido a utilizar 
prácticas de gestión del mundo empresarial, adaptadas a sus particularidades, con 
el propósito de mejorar sus niveles de eficiencia. 
 

2. DEFINICIÓN DEL SECTOR ECONÓMICO A QUE PERTENECE El 
CONTRATO: 

MACROSECTOR Y SECTOR AL CUAL PERTENECE EL CONTRATO: 

Macro sector:  De acuerdo con su naturaleza, el conjunto de entidades sin ánimo de 
lucro dentro de la economía ha sido denominadas sector no lucrativo o tercer sector, 
distinguiéndolas del sector privado y del sector público. 

Sector: Actividades de servicios sociales, comunales y personales 
 

2.1. PERSPECTIVAS GENERALES DEL SECTOR. 
 
El crecimiento e importancia del tercer sector, se ha dado como respuesta a un mundo 

globalizado donde los problemas sociales requieren de esfuerzos colectivos en busca 

de mejorar las condiciones de vida de la sociedad. Así pues, el llamado tercer sector, al 

igual que el gobierno y la empresa productiva, ha demostrado capacidad para captar y 

canalizar recursos convirtiéndose en un generador de desarrollo social y económico. 

Las entidades sin ánimo de lucro se caracterizan por prestar servicios sociales sin 

esperar obtener un beneficio económico a cambio, no presentan títulos valores   de   

su   patrimonio   que   puedan   comercializarse   en   mercados secundarios, PÚblicos 

o privados, y los excedentes de ingresos que pudieran presentar, no están destinados 

a ser repartidos entre sus fundadores sino a su reinversión   para   seguir   prestando   

más   servicios   a   la   comunidad.   Su financiación, procede principalmente de 

subvenciones, donaciones y otras formas de financiación sin contrapartida. Cuando el 

tamaño de la entidad es pequeño, suelen estar dirigidas por voluntarios, mientras que 

cuando la entidad   tiene   un   tamaño   considerable, suele   contarse   con   directivos 

retribuidos. 

La mayor parte de este tipo de entidades asume la forma jurídica de corporaciones y 

fundaciones (81.34% en 2026). Las fundaciones son la figura jurídica más frecuente en 

el conjunto del año analizado.  



 

 

Fuente: registro ÚNIco empresarial y social –RUES- de la Confecamaras 

 

Hay una realidad que caracteriza a la gran mayoría de estas organizaciones, son 

principalmente micro y pequeños emprendimientos sociales: el grupo de profesionales 

o personas que conforman una fundación para prestar un servicio social, las personas 

que se asocian en una cooperativa, la familia que decide realizar acciones altruistas, la 

comunidad que se organiza para sumar su trabajo y producir asociadamente, etc. Uno 

de los subsectores más desarrollados es el cooperativo, cuyas estadísticas reafirman 

lo anterior. 

 
Según la Confederación Nacional de Cooperativas – CONFECOOP, el 95.1% de las 
cooperativas del país se encuentran en el rango de micro y pequeñas empresas, solo   
39, es   decir   el   1%, pueden   ser   consideradas   grandes cooperativas.  Similar 
situación presenta el resto de entidades sin ánimo de lucro, no más de 80 fundaciones 
podrían ser consideradas como grandes fundaciones de acuerdo con sus ingresos. 
 

 
 
Estas entidades intervienen en sectores en los que atienden necesidades sociales y 
ofrecen servicios ante una demanda creciente de servicios sociales, cívicos, 
educativos, sanitarios, culturales y habitacionales. Fuente: Directorio-guía de entidades 
sin ánimo de lucro 
 



 

 

 
 
Fuentes de ingresos del sector 
 
El tercer sector además de tener variaciones en la estructura interna, de acuerdo al 
peso que tienen las actividades que desarrolla, tiene una gran variedad en la estructura 
de ingresos. El origen de los ingresos de las organizaciones del sector permite 
establecer patrones diferenciados de acuerdo al peso de cada una de las fuentes. Estas 
fuentes se clasifican en tres categorías: 
 
I. Recursos del gobierno vía contratos, transferencias, subsidios, o pagos 
indirectos; 
II. Donaciones privadas individuales, empresariales o de fundaciones; 
III. Ingresos privados derivados del pago realizado por los beneficiarios de los 
servicios (ej: matrículas, cobro de consultas o pago por atención en un ancianato), por 
el pago de cuotas en organizaciones de membresía, por la venta de productos o por 
ingresos derivados de inversiones. 
 

 
 
Las donaciones representan sólo el 10.5% del total de los ingresos de las 
organizaciones del sector. La mayor fuente de recursos son los ingresos privados 
(49.4%), seguidos por los recursos gubernamentales (40.1%). Al incluir los voluntarios, 
valorando su tiempo como parte de las donaciones, el peso relativo de cada una varía 
sustancialmente. Los recursos gubernamentales descienden a 32.1%, las donaciones 
ascienden a 26.5% y los ingresos privados bajan a 41.4%. 
Fuentes de ingresos por áreas de actividad 
 
El ingreso privado, proveniente del pago de servicios y de cuotas, es el dominante en 
la mayoría de los campos de actividad. Solamente en las áreas de desarrollo y 
ambiente, los ingresos provenientes de las donaciones privadas son predominantes, 
con porcentajes respectivos de 51.9% y 42.6%. Los recursos gubernamentales no son 
los principales para ninguno de los campos, sin embargo, su peso varía entre los 
mismos. 
 



 

 

 
 
En el campo cívico legal, las fuentes de ingresos del sector público y las cuotas son 
predominantes. En los campos “tradicionales” de prestación de servicios (educación, 
salud, servicios sociales) la importancia del pago como contraprestación del servicio, 
puede estar reflejando la voluntad de los beneficiarios de acceder a servicios por fuera 
del sector oficial. 
 
EMPLEO QUE GENERA 
 
Estas organizaciones transfieren importantes recursos a la sociedad a través de sus 
programas sociales, beneficios a asociados, generación de ingresos y empleos. Solo el 
sector de cooperativas, fondos de empleados y mutuales reportó haber generado 240 
mil empleos en el año 2025. 
 
Es evidente que el sector solidario contribuye también en la generación de empleos. En 
octubre de 2024 se reportaron 245.460 empleos frente a los 221.696 reportados en 
octubre de 2025. 
 
Las entidades de naturaleza cooperativa y las demás organizaciones civiles, 
corporaciones y fundaciones reportaron el mayor Número empleos, sumando entre 
estas el 79,5%. 
 
Las entidades de naturaleza cooperativa presentaron un crecimiento del 2,4% en el 
periodo señalado, al pasar de 93.001 a 95.231 en 2025. 
Así    mismo    Los    departamentos    de    Bogotá, Antioquia, Santander, Cundinamarca 
y Valle del Cauca fueron los que mayor Número de empleos reportados por entidades 
sin ánimo de lucro. 
 
Se resalta el crecimiento que tuvo Antioquia en el Número de empleos reportados   que   
aumentó   el   436,5%, de   10.947   a   58.733   empleos   y Cundinamarca con 48,1% 
pasando de 7.226 a 10.701 empleados, así como Valle del Cauca creció el 2,0% al 
pasar de 8.058 en octubre de 2024 a 8.219 en octubre de 2025. 
 
 
 

PIB - Producto Interno Bruto 
Según el DANE, En el segundo trimestre de 2025pr, el Producto Interno Bruto en su 
serie original, crece 2,1% respecto al mismo periodo de 2024pr. 
Gráfica No. 1. PIB: Producto Interno Bruto Tasa de crecimiento en volumen1 2024-I / 
2025pr – I 

 



 

 

 
 
Las actividades económicas que más contribuyen a la dinámica del valor agregado son: 
• Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca crece 10,2% (contribuye 1,0 puntos 
porcentuales a la variación anual). • Administración pública y defensa; planes de seguridad 
social de afiliación obligatoria; Educación; Actividades de atención de la salud humana y de 
servicios sociales crece 4,8%(contribuye 0,8 puntos porcentuales a la variación anual). • 
Actividades artísticas, de entretenimiento y recreación y otras actividades de servicios; 
Actividades de los hogares individuales en calidad de empleadores; actividades no 
diferenciadas de los hogares individuales como productores de bienes y servicios para uso 
propio crece 11,1% (contribuye 0,4 puntos porcentuales a la variación anual).Durante el 
primer semestre de 2025pr, respecto al mismo periodo del año anterior, el Producto Interno 
Bruto presenta un crecimiento de 1,5%. Las actividades económicas que más contribuyen 
a la dinámica del valor agregado son: • Administración pública y defensa; planes de 
seguridad social de afiliación obligatoria; Educación; Actividades de atención de la salud 
humana y de servicios sociales crece 5,1%(contribuye 0,8 puntos porcentuales a la 
variación anual). • Agricultura, ganadería, caza, silvicultura y pesca crece 8,0% (contribuye 
0,8 puntos porcentuales a la variación anual). • Actividades artísticas, de entretenimiento y 
recreación y otras actividades de servicios; Actividades de los hogares individuales en 
calidad de empleadores; actividades no diferenciadas de los hogares individuales como 
productores de bienes y servicios para uso propio crece 9,5% (contribuye 0,4 puntos 
porcentuales a la variación anual).  

 
IPC – Índice de Precios al Consumidor 
Según el DANE en el mes de septiembre de 2025, el IPC registró una variación de 0,24% 
en comparación con agosto de 2025, cuatro divisiones se ubicaron por encima del promedio 
nacional (0,24%): Educación (1,93%), Restaurantes y hoteles (0,49%), Salud (0,29%) y por 
último, Transporte (0,24%). Por debajo se ubicaron: Alojamiento, agua, electricidad, gas y 
otros combustibles (0,18%), Prendas de vestir y calzado (0,11%), Alimentos y bebidas no 
alcohólicas (0,11%), Bebidas alcohólicas y tabaco (0,07%), Bienes y servicios diversos 
(0,03%), Muebles, artículos para el hogar y para la conservación ordinaria del hogar 
(0,02%), Información y comunicación (0,02%) y por último, Recreación y cultura (-0,26%) 
 
Gráfica No 2. Variación mensual IPC Septiembre 2024 – 2025 
 



 

 

 
 
 

Gráfica No 3. IPC Variación y contribución mensual Según divisiones de gasto Septiembre 2024 
- 2025 

 

 
 

IPP – Índice de Precios al Productor 
 
El IPP de la producción nacional, en septiembre de 2024 presentó una variación de 1,04% 
respecto a agosto de 2025 
 
Gráfica No 4. Índice de Precios del Productor (IPP) Variación mensual, año corrido y anual del IPP 

Septiembre de 2025pr - Septiembre de 2024 

 

 
 

Analizando los índices del IPP, En septiembre de 2025, el único sector que registró una 
variación superior a la media fue Agricultura, ganadería, silvicultura, caza y pesca con 



 

 

3,29%. Los sectores de Industrias manufactureras (0,97%) y Explotación de minas y 

canteras (-1,65%) presentaron variaciones inferiores a la media (1,04%) 
 
Gráfica No 5. Variación mensual de los índices del IPP Septiembre 2025pr 

 

 
2.2. PERSPECTIVA LEGAL.  
 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA: 
Artículo 355: [...] El Gobierno, en los niveles nacional, departamental, distrital y 
municipal podrá, con recursos de los respectivos presupuestos, celebrar contratos con 
entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin de impulsar 
programas y actividades de interés público acordes con el plan nacional y los planes 
seccionales de desarrollo 
 
DECRETO NACIONAL 092 DE 2017: 
Artículo 2 “las Entidades Estatales del Gobierno nacional, departamental, distrital y 
municipal pueden contratar con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida 
idoneidad en los términos del artículo 355 de la Constitución Política (…). 
 
De acuerdo con la normatividad legal vigente colombiana, se relacionan a continuación 
aquellas relacionadas a la  prevención y convivencia ciudadana 
 
Que la Constitución Política de Colombia establece en los artículos 1º, 2°,13°, 22°, 22A, 
29°, 44°, 209 y 287 que: 
“Artículo 1.  Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 
República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, 
democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en 
el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general. 
Artículo 2. Son fines esenciales del Estado:(…) garantizar la efectividad de los 
principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución (…) defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia de un orden justo. (...) 
Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. (...) 
Artículo 22. La paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento. 
Artículo 22A. Como una garantía de No Repetición y con el fin de contribuir a asegurar 
el monopolio legítimo de la fuerza y del uso de las armas por parte del Estado, y en 



 

 

particular de la Fuerza Pública, en todo el territorio, se prohíbe la creación, promoción, 
instigación, organización, instrucción, apoyo, tolerancia, encubrimiento o 
favorecimiento, financiación o empleo oficial y/o privado de grupos civiles armados 
organizados con fines ilegales de cualquier tipo. (…) 
Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas. (…) 
Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la 
salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener 
una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la 
recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de 
abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral 
o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás derechos 
consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales ratificados 
por Colombia.  
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño para 
garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la 
sanción de los infractores. 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás. (…) 
  
Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se 
desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, 
celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la 
desconcentración de funciones. (...)”  
 Artículo 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus 
intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley.”  
Que mediante la resolución A/RES/70/1 (25 de septiembre de 2015) adoptada por la 
Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas se definió la Agenda 
2030 de Desarrollo Sostenible y que dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS) propuestos en dicha agenda son de interés para la construcción de territorios 
más seguros en el Distrito Capital: el ODS 5, que pretende “Lograr la igualdad entre los 
géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas”, el ODS 11, que pretende “Lograr 
que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y 
sostenibles”; y el ODS 16 que pretende “Promover sociedades justas, pacíficas e 
inclusivas”. 
Que mediante el documento CONPES 3918 de 2018 se define la estrategia para la 
implementación en Colombia de la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible y sus 
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), los cuales “(...) integran en sus tres 
dimensiones social, económica y ambiental, importantes retos a nivel global y nacional. 
Entre ellos se encuentra la necesidad de fortalecer la coordinación interinstitucional 
para promover acciones transversales, la capacidad del Gobierno para cuantificar los 
avances de las metas propuestas, la alineación de la agenda con los instrumentos de 
política territoriales, la coordinación de acciones con diferentes actores sociales, así 
como la movilización de recursos en todos los niveles”. (Según el Resumen ejecutivo).  
Razón por la cual define, entre otros aspectos, la estrategia de implementación territorial 
y el mecanismo de interlocución con actores no gubernamentales. 
Que, adicionalmente, existen diferentes instrumentos y compromisos internacionales 
útiles para la formulación e implementación de las políticas públicas que buscan 
garantizar ciudades más seguras, entre los que se encuentran las “Directrices para 
Todo el Sistema de las Naciones Unidas sobre Ciudades y Asentamientos Humanos 
Más Seguros”, adoptadas mediante la Resolución HSP/HA.17/Res.2 de la Asamblea 
de ONU-Hábitat del 31 de mayo de 2019, y que establece como principios básicos para 
las acciones en seguridad y convivencia ciudadana: a) Los derechos humanos y la 
cultura de la legalidad; b) Inclusión: el género, la edad y la identidad cultural; c) No hacer 
daño; d) Liderazgo gubernamental; e) La descentralización de las políticas de 



 

 

seguridad; f) Gobernanza local; g) Enfoque integral y transversal a escala de ciudad; h) 
La seguridad como parte integral de la planificación de la ciudad; i) Enfoques basados 
en los conocimientos; j) Enfoque pansocial: la producción conjunta de la seguridad; k) 
Los niños y los jóvenes como agentes de cambio; l) La sostenibilidad de la seguridad; 
y, m) La realización progresiva de la seguridad urbana. 
Que mediante la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 se 
establecieron obligaciones de los Estados asociados a la protección de los derechos, 
destacándose así el derecho del respeto a la vida (artículo 4, numeral 1); el derecho a 
la integridad física, psíquica y moral (artículo 5, numeral 1); la readaptación social de la 
población privada de la libertad (artículo 5, numeral 6); y el derecho a la libertad y la 
seguridad personales (artículo 7, numeral 1).   
Que el artículo 35 y el numeral 4° del artículo 38 del Decreto Ley 1421 de 1993 “Por el 
cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá”, en 
concordancia con el artículo 17 de la Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el Código 
Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana”, establece que el Alcalde Mayor 
como jefe y primera autoridad de policía, dictará los reglamentos, impartirá las ordenes, 
adoptará las medidas y utilizará los medios de policía necesarios para garantizar la 
seguridad, salubridad y la tranquilidad ciudadanas, así como la convivencia y la 
protección de los derechos y libertades públicas.  
Que el artículo 12 de la Ley 62 de 1993 “Por la cual se expiden normas sobre la Policía 
Nacional, se crea un establecimiento público de seguridad social y Bienestar para la 
Policía Nacional, se crea la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada y se 
reviste de facultades extraordinarias al Presidente de la República”, establece quienes 
conforman las autoridades políticas así:  
“El Gobernador y el Alcalde son las primeras autoridades de Policía en el Departamento 
y el Municipio, respectivamente. La Policía Nacional cumplirá con prontitud y diligencia 
las órdenes que éstas, le impartan por conducto del respectivo comandante o quien 
haga sus veces.” 
Que el artículo 6 de la Ley 418 de 1997, “Por la cual se consagran unos instrumentos 
para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras 
disposiciones”, modificado por el artículo 4º de la Ley 2272 de 2022, dispone:  
“En el Plan Nacional de Desarrollo y en los Planes de Desarrollo Locales de las 
entidades territoriales se fijarán Políticas, programas y proyectos, dirigidos al 
cumplimiento de los acuerdos de paz pactados y el logro de la paz, así como el 
desarrollo social y económico equitativo, la protección de la naturaleza y la integración 
de las regiones, en especial, los municipios más afectados por la violencia o aquellos 
en los que la presencia del Estado ha sido insuficiente, a través de la promoción de su 
integración e inclusión.” 
Que la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 15 de 
noviembre de 2000 y aprobadas mediante la Ley 800 de 2003, estableció como 
propósito promover la cooperación para prevenir y combatir más eficazmente la 
delincuencia organizada transnacional.  
Que la Ley 1098 de 2006 “Por la cual se expide el Código de la Infancia y la 
Adolescencia” define su objeto en el artículo 2° así: 
“Artículo 2o. OBJETO. El presente código tiene por objeto establecer normas 
sustantivas y procesales para la protección integral de los niños, las niñas y los 
adolescentes, garantizar el ejercicio de sus derechos y libertades consagrados en los 
instrumentos internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución Política y en 
las leyes, así como su restablecimiento. Dicha garantía y protección será obligación de 
la familia, la sociedad y el Estado.” 
Que la Ley 1257 de 2008 “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención 
y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los 
Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras 
disposiciones” define su objeto en el artículo 1° así: 



 

 

“Artículo 1o. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto la adopción de 
normas que permitan garantizar para todas las mujeres una vida libre de violencia, tanto 
en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de los derechos reconocidos en el 
ordenamiento jurídico interno e internacional, el acceso a los procedimientos 
administrativos y judiciales para su protección y atención, y la adopción de las políticas 
públicas necesarias para su realización.” 
Que la Ley 1448 de 2011, “Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras 
disposiciones”, tiene por objeto establecer un conjunto de medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las 
víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3º de dicha Ley, dentro de un 
marco de justicia transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a 
la verdad, la justicia y la reparación con garantía de no repetición, de modo que se 
reconozca su condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus 
derechos constitucionales, asimismo, consagra disposición sobre retornos y 
reubicaciones: “con el propósito de garantizar la atención integral a las personas 
víctimas de desplazamiento forzado que deciden voluntariamente retornar o reubicarse, 
bajo condiciones de seguridad favorables, estas procurarán permanecer en el sitio que 
hayan elegido para que el Estado garantice el goce efectivo de los derechos, a través 
del diseño de esquemas especiales de acompañamiento”. 
Que el artículo 1° de la Ley 1761 de 2015 “Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio 
como delito autónomo y se dictan otras disposiciones. (Rosa Elvira Cely)” dispuso lo 
siguiente:  
“Artículo 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto tipificar el feminicidio como un 
delito autónomo, para garantizar la investigación y sanción de las violencias contra las 
mujeres por motivos de género y discriminación, así como prevenir y erradicar dichas 
violencias y adoptar estrategias de sensibilización de la sociedad colombiana, en orden 
a garantizar el acceso de las mujeres a una vida libre de violencias que favorezca su 
desarrollo integral y su bienestar, de acuerdo con los principios de igualdad y no 
discriminación.” 
Que la Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el Código Nacional de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana” define su objeto en el artículo 1° así:  
“Artículo 1o. OBJETO. Las disposiciones previstas en este Código son de carácter 
preventivo y buscan establecer las condiciones para la convivencia en el territorio 
nacional al propiciar el cumplimiento de los deberes y obligaciones de las personas 
naturales y jurídicas, así como determinar el ejercicio del poder, la función y la actividad 
de Policía, de conformidad con la Constitución Política y el ordenamiento jurídico 
vigente.” 
Que, para otorgar estabilidad jurídica e institucional al Acuerdo de Paz, el Acto 
Legislativo 01 de 2016 “Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos para 
facilitar y asegurar la implementación y el desarrollo normativo del acuerdo final para la 
terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y duradera”, establece 
que durante los próximos 20 años, se incluirá en el plan plurianual de inversiones del 
Plan Nacional de Desarrollo, un componente específico para la paz y prevé: “las 
autoridades departamentales, municipales y distritales tendrán la facultad de hacer los 
ajustes necesarios a sus planes de desarrollo para adecuarlos al Plan de Inversiones 
para la Paz, durante los seis meses siguientes a la adopción de este”.    
Que el Acto Legislativo 01 de 2017, respecto del Sistema integral de verdad, justicia, 
reparación y no repetición, establece que tendrá un enfoque territorial, diferencial y de 
género, de acuerdo con las características particulares de la victimización en cada 
territorio y cada población.   
Que el Acto Legislativo 02 de 2017 señala que las “instituciones y autoridades del 
Estado tienen la obligación de cumplir de buena fe con lo establecido en el Acuerdo 
Final” y, en consecuencia, sus actuaciones, el desarrollo de las normas, su 
interpretación y aplicación “deberán guardar coherencia e integralidad con lo acordado, 



 

 

preservando los contenidos, los compromisos, el espíritu y los principios del Acuerdo 
Final”, normativa que aplica igualmente para las entidades territoriales.   
Que la Ley 2000 de 2019 “Por medio de la cual se modifica el Código Nacional de 
Policía y Convivencia y el Código de la Infancia y la Adolescencia en materia de 
consumo, porte y distribución de sustancias psicoactivas en lugares con presencia de 
menores de edad y se dictan otras disposiciones”, define en el artículo 1° su objeto en 
los siguientes términos:  
“Artículo 1o. OBJETO. La presente ley tiene como objeto establecer parámetros de 
vigilancia del consumo y porte de sustancias psicoactivas en lugares habitualmente 
concurridos por menores de edad como entornos escolares y espacio público.” 
Que la Ley 2197 de 2022 “Por medio de la cual se dictan normas tendientes al 
fortalecimiento de la seguridad ciudadana y se dictan otras disposiciones” dispone: 
“Artículo 1o. OBJETO. La presente ley tiene por objeto el fortalecimiento de la 
Seguridad Ciudadana, por medio de la inclusión de reformas al Código Penal al Código 
de Procedimiento Penal, al Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana, al 
Código de Extinción de Dominio, al igual que se Regula las armas, elementos y 
dispositivos menos letales, y la sostenibilidad del Registro Nacional de Identificación 
Balística, así como se dictan otras disposiciones.” 
Que mediante la Ley 2272 de 2022 se prorroga la Ley 418 de 1997, se define la Política 
de Paz como Política de Estado y crea el servicio social de Paz.  
Que el artículo 2.7.1.1.16 del Decreto Nacional 1066 de 2015 “Por medio del cual se 
expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo del Interior”, establece 
que “En cada departamento, distrito o municipio, el Gobernador o alcalde respectivo 
deberá formular una Política Integral de Seguridad y Convivencia Ciudadana, que 
contemple los planes, programas y proyectos elaborados conjuntamente con los 
representantes de la fuerza pública, organismos de seguridad y policía judicial a nivel 
territorial. Esta política se articulará con la Política y Estrategia de Seguridad y 
Convivencia Ciudadana que formule el Gobierno Nacional y deberá ser aprobada por 
el respectivo Comité Territorial de Orden Público”.  
Que el Decreto Nacional 1444 de 2022, “Por el cual se adiciona el Título 5 de la parte 
4 del libro 2 Decreto 1066 de 2015 Único Reglamentario del Sector Interior, denominado 
"Política Pública de Reconciliación, Convivencia y no Estigmatización”, prevé en el 
Titulo 5 - artículo 2.4.5.1.1, que el objeto del mismo, es adoptar la política pública de 
reconciliación, convivencia y no estigmatización en el marco de Implementación del 
Acuerdo Final de Paz. 
Que, por su parte, el artículo 2.4.5.1.2 ibídem señala que el objetivo de la política pública 
en referencia es: “Brindar las herramientas para la reconciliación nacional, la 
convivencia y la no estigmatización promoviendo un lenguaje y comportamiento de 
respeto y dignidad entre sus habitantes, funcionarios públicos y sus instituciones en el 
ejercicio de los derechos y deberes consagrados constitucionalmente” y, en este 
sentido, es relevante señalar que los ejes estratégicos de la Política Pública de 
Reconciliación y Convivencia son: 1) Diálogo Social; 2) Participación Política y 
Ciudadanía; 3) Recuperación de Tejido Social; 4) Cultura de Paz y de los Derechos 
Humanos; 5) Empoderamiento y Reconocimiento Social; 6) Relaciones de Confianza 
entre la institucionalidad y la sociedad civil y 7) Superación de Estructuras Adversariales 
Arraigadas 
3. FUNDAMENTOS QUE JUSTIFICAN LA MODALIDAD DE SELECCIÓN. 
 
El inciso segundo del artículo 355 de la CP faculta al gobierno, en los niveles nacional, 
departamental, distrital, y municipal para que, con recursos de los respectivos 
presupuestos, celebren convenios con entidades privadas sin ánimo de lucro y de 
reconocida idoneidad, con el fin de impulsar programas y actividades de interés Público 
acordes con el Plan de Desarrollo. 
 



 

 

Que el artículo 2 del Decreto 092 de 2017, indica que las Entidades Estatales del 
Gobierno nacional, departamental, distrital y municipal pueden contratar con entidades 
privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad en los términos del artículo 355 
de la Constitución Política, siempre que el Proceso de Contratación reúna las siguientes 
condiciones: 
 
Correspondencia directa con programas y actividades de interés Público previstos en 
el Plan Nacional o seccional de Desarrollo con los cuales esta busque exclusivamente 
promover los derechos de personas en situación debilidad manifiesta o indefensión, los 
derechos de las minorías, el derecho a la educación, el derecho a la paz, las 
manifestaciones artísticas, culturales, deportivas y promoción de la diversidad étnica 
colombiana; 
 
1. No hay una relación conmutativa entre las partes ni instrucciones precisas que 
indican la forma como el contratista debe cumplir con el objeto del contrato. 
 
2. No hay oferta en el mercado distinta a la de las entidades privadas sin ánimo de 
lucro o hay oferta, pero genera mayor valor contratar con la entidad sin ánimo de lucro. 
 

4. IDENTIFICACIÓN DEL CONTRATO Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS QUE 
SOPORTAN LA MODALIDAD DE SELECCIÓN 
 
4.1. Ámbito de aplicación del Decreto 092 de 2017 
 
El Decreto 092 de 2017 fue expedido en virtud de la autorización contenida en el artículo 
355 de la Constitución Política y su aplicación está restringida a: (i) la contratación con 
entidades sin ánimo de lucro para impulsar programas y actividades   de   interés   
Público   acordes   con   los   respectivos   planes   de desarrollo y (ii) la contratación a 
la cual por expresa disposición del legislador le es aplicable este régimen, como el caso 
del artículo 96 de la Ley 489 de 1998. 
 
El Decreto 092 de 2017 es aplicable a los contratos entre las Entidades Estatales del 
gobierno nacional, departamental, distrital y municipal y entidades privadas sin ánimo 
de lucro de Reconocida Idoneidad, para impulsar programas y actividades previstas en 
los planes de desarrollo, independientemente de la denominación que las partes den al 
acto jurídico y de la parte que tuvo la iniciativa de celebrarlo. 
 
El   ámbito   de   aplicación   del   Decreto   092   de   2017   obedece   a   la 
excepcionalidad del tipo de contratación a la que hace referencia el artículo 355 de la 
Constitución Política y no a la naturaleza jurídica del contratista. Si la Entidad Estatal 
adquiere o se abastece de un bien, producto o servicio para sí misma en un contrato 
conmutativo en el cual el proveedor es una entidad sin ánimo de lucro, debe aplicar el 
régimen contenido en las Leyes 80 de 1993 y 1150 de 2007 y no el del Decreto 092 de 
2017. En el caso del contrato de aporte propio del Instituto Colombiano de Bienestar 
Familiar, hay un régimen de contratación específico con entidades de utilidad común, o 
expresiones análogas y en consecuencia ese es el régimen aplicable con sus 
respectivos reglamentos y no el del Decreto 092 de 2017.  La naturaleza jurídica de la 
entidad contratista no determina el régimen de contratación. 
 
El artículo 355 de la Constitución Política hace referencia exclusivamente a los 
gobiernos. En consecuencia, las Entidades Estatales que no pertenecen a la rama 
ejecutiva no están autorizadas a celebrar convenios o contratos en desarrollo de esta 
norma. Sin embargo, el artículo 96 de la Ley 489 de 1998 al autorizar la celebración de 
convenios asociación para el desarrollo conjunto de actividades relacionadas con el 



 

 

propósito y las funciones de las Entidades Estatales remitió al artículo 355 de la 
Constitución Política por lo cual el Decreto 092 de 2017 reglamenta tales convenios los 
cuales no están limitados a las Entidades Estatales de los gobiernos nacional, 
departamental y municipal. 
 
4.2. ¿Cuándo las Entidades Estatales de los gobiernos nacional, departamental, 
distrital y municipal pueden contratar con entidades privadas sin ánimo de lucro 
y de reconocida idoneidad? 
 
La contratación con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad 
de la que trata el artículo 355 de la Constitución Política y el Decreto 092 de 2017 es 
excepcional y solamente procede cuando el Proceso de Contratación cumple con las 
condiciones señaladas en el artículo 2 del Decreto 092 de 2017 así: 
 

1. Correspondencia directa con programas y actividades de interés Público previsto 
en el Plan Nacional o seccional de Desarrollo relacionados con la promoción de 
derechos de los menos favorecidos. 

 
El Decreto 092 de 2017 hace referencia a la correspondencia directa entre el objeto del 
contrato y el programa o actividad prevista en el plan de desarrollo. El objeto debe tener 
una conexión expresa y clara con el programa previsto en el plan de desarrollo. Si esta 
condición no se cumple el Proceso de Contratación no debe adelantarse en el marco 
del artículo 355 de la Constitución Política y el Decreto 092 de 2017. 
 

2. No hay una relación conmutativa entre las partes ni instrucciones precisas que 
indican la forma como el contratista debe cumplir con el objeto del contrato. 

 
El contrato suscrito en desarrollo del artículo 355 de la Constitución Política y el Decreto 
092 de 2017 no genera cargas equivalentes o recíprocas y por tanto la Entidad Estatal 
contratante no instruye a la entidad privada sin ánimo de lucro para desarrollar los 
programas o actividades previstas. 
 
El artículo 1498 del Código Civil Colombiano dispone que el contrato es conmutativo 
cuando cada una de las partes se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como 
equivalente a lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez. Los contratos suscritos en 
desarrollo del artículo 355 de la Constitución Política y el Decreto 092 de 2017 no son 
este tipo de contratos puesto que la Entidad Estatal no adquiere bienes y servicios y no 
encarga la ejecución de una obra de acuerdo a sus precisas instrucciones. En este caso 
la Entidad Estatal decide desarrollar un programa o actividad del plan de desarrollo en 
beneficio de la población en general. 
 
La contratación autorizada por el artículo 355 de la Constitución Política no está 
encaminada a adquisición de bienes y servicios y la ejecución de obras y en 
consecuencia no puede ser utilizada con ese propósito. La contratación que desarrolla 
el artículo 355 de la Constitución Política está enfocada a la colaboración entre el 
Estado y las entidades sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad. 
 

3. No hay oferta en el mercado distinta a la de las entidades privadas sin ánimo de 
lucro o hay oferta, pero genera mayor valor contratar con la entidad sin ánimo 
de lucro. 

 
El literal (c) del artículo 2 del Decreto 092 de 2017 establece como condición para 
contratar en desarrollo del artículo 355 de la Constitución Política que no exista oferta 
económica del sector privado con ánimo de utilidad, y utiliza la conjunción condicional  
“o que,  si existe”,  las  actividades  realizadas  por  las entidades   sin   ánimo   de   lucro   



 

 

representen   un   mayor   valor   por   dinero (incrementen  la  eficacia,  eficiencia,  
economía  y  gestión  del  Riesgo)  para obtener  los  resultados  esperados  por  el  
respectivo  plan  de  desarrollo.  Esa norma señala que el instrumento de política Pública 
autorizado por el artículo 355 de la Constitución Política puede ser utilizado cuando la 
Entidad Estatal identifique las ventajas comparativas de las entidades sin ánimo de 
lucro para alcanzar el objetivo de sus políticas y se cumplan con los literales (a) y (b) 
de ese artículo. 
 
El propósito del literal (c) mencionado es que las Entidades Estatales obtengan mayor 
valor por dinero cuando buscan alcanzar los objetivos contenidos en los respectivos 
planes de desarrollo. El Decreto 092 de 2017 se sustenta en la observación que las 
distintas formas de organización permitidas por el ordenamiento jurídico tienen diversas 
posibilidades de reducir los costos de administración de un programa o actividad. Así, 
en los procesos de abastecimiento y adquisiciones de bienes obras y servicios para las 
Entidades Estatales los incentivos del sector privado con ánimo de lucro permiten que 
la Entidad Estatal aproveche la competencia entre ellos para obtener los precios más 
bajos. Sin embargo, el criterio de valor por dinero no significa obtener el precio más bajo 
posible, sino implica también incrementar la eficacia y efectividad del Estado en 
satisfacer las necesidades de la población. 
 
La norma citada reconoce la existencia de condiciones fácticas en las cuales las 
entidades sin ánimo de lucro tienen ventajas para alcanzar eficiencia y eficacia sin 
sacrificar el bienestar de la población atendida. Ellas se presentan, cuando es difícil 
pactar de manera precisa y determinable los resultados del contrato, esta situación se 
presenta cuando los resultados esperados del contrato tienen apreciaciones sobre la 
calidad o satisfacción de la población, como hemos manifestado a lo largo del presente 
estudio previo y análisis del sector, no se busca con el desarrollo del proyecto la 
adquisición de bienes, servicios u obras, sino el fomento de la participación ciudadana 
en los procesos de gestión pública en el departamento de la guajira. 
 
El proveedor privado cuenta con incentivos para reducir costos en detrimento de los 
ciudadanos, siendo así las entidades sin ánimo de lucro con la ejecución de los 
proyectos sociales, buscan siempre el mayor beneficio para la población, por cuanto el 
fortalecimiento de esta y la reivindicación de sus derechos permiten igualmente el 
objetivo de la entidad sin ánimo de lucro. 
 
Cuando esas circunstancias se presentan el Sistema de Compra Pública no es la mejor 
herramienta para satisfacer una necesidad con esas características, por ello es 
pertinente y conveniente para la entidad, que el presente proyecto cuente con la 
participación de una entidad sin ánimo de lucro de reconocida idoneidad en el tema  
que  permita  el  cumplimiento  de  los  objetivos  del proyecto.  Las entidades sin  ánimo  
de  lucro  se  convierten  en  los  mejores colaboradores del sector Público para cumplir 
estos fines. 
 
La oferta de  las  entidades  privadas  sin  ánimo  de  lucro  representa  una optimización  
de  los  recursos  Público  en  términos  de  eficiencia,  eficacia, economía y manejo del 
Riesgo. 
 
5. ANALISIS DEL SECTOR ECONOMICO  
 
El estudio de sector económico según la guía de Colombia Compra Eficiente debe 
permitirnos establecer la optimización de los recursos públicos en términos de 
eficiencia, eficacia, economía y manejo del Riesgo, la entidad ha estimado solamente 
los siguientes componentes que se estiman relevantes para conocer de fondo el sector 



 

 

económico de que se trata y definir, en consecuencia, la idoneidad de la entidad sin 
ánimo de lucro que desarrollará el proyecto. 
 
Análisis del Proyecto. 
 
Se realizaran las siguientes actividades para la ejecución del proyecto  
Estas acciones incluyen la realización de diferentes actividades tales como:  Se realizaran las 
siguientes actividades para la ejecución del proyecto : 
 
Con la implementación de la presente alternativa se pretende apuntarle a los dos componentes raíz 
del proyecto: 1.1. Contar con el personal suficiente para realizar las acciones de sensibilización y 
prevención a la población. 1.2. Disponer de logística e Insumos para garantizar el desarrollo de las 
acciones del personal Las tareas que se desarrollarán son del siguiente tipo: Con la implementación 
de la presente alternativa se pretende apuntarle a los dos componentes raíz del proyecto: La Fase 
Uno del proyecto se centra en el desarrollo de actividades de capacitación para los gestores de 
convivencia que forman parte del grupo interdisciplinario de Unidades Móviles de Diálogo. Su 
objetivo es empoderar a diversos actores comunitarios para promover el diálogo, la resolución 
pacífica de conflictos y la prevención de la violencia y el abuso. A través de jornadas de 
adiestramiento, encuentros pedagógicos con talleres dirigidos a comunidad educativa, y ciudadanía 
en general, se busca desarrollar habilidades en mediación, comunicación y prevención del maltrato 
infantil. Además, se implementan charlas lúdicas y el programa “Drogas Cero” para sensibilizar sobre 
los riesgos del consumo de sustancias psicoactivas. Estas iniciativas, en conjunto, fomentan una 
cultura de convivencia pacífica y fortalecen las capacidades locales, contribuyendo así a la cohesión 
social y al bienestar de la comunidad. A. FORTALECIMIENTO DE 
CAPACIDADES PARA EL DIÁLOGO Y EL DIÁLOGO INTERCULTURAL PARA TODOS LOS 
ACTORES DEL SISTEMA DE DIÁLOGO. ALISTAMIENTO- B. DESARROLLO DE 
ENCUENTROS PEDAGÓGICOS SOBRE CONFLICTOS SOCIALES- C. FORTALECIMIENTO DE 
CAPACIDADES PARA EL DIÁLOGO Y EL DIÁLOGO INTERCULTURAL PARA LA PREVENCIÓN 
Y RESOLUCIÓN DE CONFLICTOS Y EN DIÁLOGO DEMOCRÁTICO EN LA COMUNIDAD EN 
GENERAL. EN LOS MUNICIPIOS ZONA URBANA O RURAL DEL DEPARTAMENTO DE LA 
GUAJIRA 

 
VENTAJAS QUE REPRESENTA PARA LA ENTIDAD ESTATAL LA CELEBRACIÓN 
DEL CONVENIO CON ESAL  
 
Las ventajas que representa para la entidad adelantar el presente proceso, radican en 
los siguientes aspectos: 
 

1. La ayuda prestada por las ESAL al Sector Público resulta desde una óptica social 
y económica una cooperación óptima y rentable respectivamente, ya que dicha alianza 
permite al Estado preservar su hegemonía en lo que, a función de financiación, 
regulación, control y en parte, producción y distribución se refiere. Mientras que las 
organizaciones actuantes en el entorno no lucrativo se centran en labores de 
producción y distribución de manera exclusiva. Gracias a este modelo mixto de 
bienestar social, se permite atenuar o eliminar determinadas deficiencias en la 
actuación del sector Público. 

 
2. Que existen ESALES con experiencia en la realización de las actividades 
asociadas al objeto, con otras entidades Públicas; donde se ha evidenciado ejecución 
eficaz del objeto contractual. 

 
3. Optimización de los recursos: Economía: La contratación con entidades sin 
ánimo de lucro representa una optimización de los recursos públicos en términos de 
economía, teniendo en cuenta que de conformidad con el artículo 140 y 150 de la ley 
1819 de 2016, las entidades sin ánimo de lucro – ESAL- pueden ser calificadas como 
contribuyentes del régimen tributario especial, estando sometidos al impuesto de renta 
y complementario sobre el beneficio neto o excedente a la tarifa Única del 20% (en 
promedio 33% para entidades con ánimo de lucro), adicional a ello, dichos beneficios 



 

 

tendrán el carácter de exentos si se reinvierten en programas que desarrollen el objeto 
social y la actividad meritoria de la entidad; y en consecuencia estarán exentos 
también de la retención en la fuente. Adicional a lo anterior, se debe tener en cuenta 
las exenciones en cuanto a estampillas departamentales y distritales. Así las cosas, 
frente a entidades con ánimo de lucro, este aspecto representa una ventaja en cuanto 
a optimización de los recursos, teniendo en cuenta que disminuye aspectos tributarios 
y en consecuencia, se reducen los costos en el desarrollo del proyecto. 

 
4. Optimización de los recursos: Eficiencia: Las entidades sin ánimo de lucro 
optimizan los recursos en términos de eficiencia, teniendo en cuenta aspectos como la 
experiencia en proyectos de utilidad Pública similares, el recurso humano que las 
integra, los equipos y/o estructura física con que cuentan, entre otros aspectos, 
ofreciendo, una relación equitativa en cuanto a costos-beneficios, maximizando el 
rendimiento o los resultados con costos menores, alcanzando el mayor grado de 
satisfacción de las necesidades de la población beneficiaria. 
 
5. Optimización de los recursos: Eficacia: En relación con la optimización en 
términos de eficacia, se resalta el hecho de que en las entidades sin ánimo de lucro se 
hace referencia a aquélla cuyo objetivo es distinto a la obtención de beneficios para sus 
propietarios. Se trata entonces de una entidad orientada a mejorar situaciones en temas 
referentes a educación, vivienda, salud, fortalecer la cultura, derechos humanos, medio 
ambiente, recreación, participación, democracia, y en general temas de utilidad Pública. 
En este tipo de entidades las decisiones tomadas por los directivos se encaminan a 
facilitar los mejores servicios posibles con los recursos disponibles. 
 
6. Optimización de los recursos: Manejo del riesgo: La ESAL, en virtud de su 
experticia y experiencia en el desarrollo de este tipo de actividades, reduce 
considerablemente la posibilidad en la ocurrencia de circunstancias que impidan o 
dificulten el debido desarrollo de los objetivos contractuales y los fines incorporados 
en el Plan Departamental de Desarrollo 
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